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Introducción
La fase recursiva en el proceso penal venezolano, está regulada en el Código Orgánico Procesal Penal, el cual contiene una serie de disposiciones generales, relativas a la interposición, admisibilidad, y competencia del Tribunal de Alzada, con lo cual, se desarrolla el derecho a recurrir del fallo en el proceso penal venezolano, consagrado como una garantía en el artículo 49, ordinal 1, parte in fine de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. En este sentido, tenemos que el artículo 432 del Código Orgánico Procesal Penal, versa sobre la impugnabilidad objetiva, previendo: “Las decisiones judiciales serán recurribles sólo por los medios y en los casos expresamente establecidos”. Por su parte, el artículo 435 ejusdem, establece: “Interposición. Los recursos se interpondrán en las condiciones de tiempo y forma que se determinan en este Código”; a su vez, el artículo 441 preceptúa la competencia del Tribunal que resuelva el recurso, en los siguientes términos: “Al tribunal que resuelva el recurso se le atribuirá el conocimiento del proceso, exclusivamente, en cuanto a los puntos de la decisión que han sido interpuestos”, luego el primer aparte del artículo 453 del citado texto adjetivo penal, específicamente en cuanto a la interposición del recurso de apelación de sentencia definitiva, señala que: “…El recurso deberá ser interpuesto en escrito fundado, en el cual se expresará concreta y separadamente cada motivo con sus fundamentos y la solución que se pretende…”. 
De las normas antes transcritas, se determina que los fallos dictados por un órgano jurisdiccional, sólo pueden ser recurridos en los casos que la ley lo autorice y mediante el recurso que a bien corresponda, siendo el caso, que los mismos deben ser interpuestos bajo ciertas condiciones de tiempo y forma, donde se expresen de manera concreta y fundada, los motivos de la decisión, que la parte accionante pretende le sean analizados por el Tribunal que le corresponda conocer, esto es, que el escrito recursivo debe estar debidamente fundado y ello es así, ya que en el sistema recursivo penal venezolano, rige el principio dispositivo o de presentación de las partes, según el cual, el Tribunal que resuelva el fondo de las pretensiones recursivas, sólo lo hará en cuanto a los aspectos impugnados de la decisión. 

En este sentido, se sostiene que el referido principio dispositivo en materia de apelación penal, procede en los siguientes supuestos: 1) al accionar el recurso, ya que es a instancia de parte (Nemo iudex sine actore); 2) para resolver el recurso, por la prohibición de resolver motivos no alegados (extra petita); así como más allá de lo solicitado o menos de lo solicitado (ultra o citra petita), y; 3) para ponerle fin al recurso mediante el desistimiento. 

De todo lo anterior, se señala que las disposiciones legales antes analizadas, han de ser interpretadas de manera integradas, esto es, interpretación sistemática de la ley, puesto que para poder resolver el fondo de las pretensiones de un recurso de apelación, planteado por cualquiera de las partes intervinientes en el proceso penal, se debe atender a todas las disposiciones que regulen su contenido. 

En este orden de ideas, desde nuestro humilde criterio como estudiantes de esta honrosa carrera del Derecho, consideramos que estas normativas previstas en el Código Orgánico Procesal Penal, tienen su razón de ser en el principio de igualdad de las partes en el proceso, conocido como igualdad de armas, ya que se trata de asegurar que ambas partes en conflicto gocen de los mismos medios de ataque y defensa y de la igualdad de armas para hacer valer sus alegaciones y medios de prueba.

Así las cosas, pasaremos en lo adelante a desarrollar la presente investigación monográfica, cuyo objeto de estudio es, principalmente, la fase recursiva del proceso penal venezolano, y de manera accesoria, la diferencia existente entre el homicidio y el asesinato, desde la concepción del derecho, la criminología y las estadísticas penales. Asignación hecha por el docente de la cátedra, la cual está orientada a fortalecer en esta materia, nuestra formación académica como futuros profesionales de la Abogacía.

Los recursos en el proceso penal
El Código Orgánico Procesal Penal, establece el derecho de las partes a impugnar las decisiones judiciales que les sean desfavorables, por los me​dios y en los casos expresamente establecidos, lo que constituye la impug​nabilidad objetiva a que se contrae el art. 432; cuya esencia radica en la ne​cesidad de someter a revisión una determinada decisión judicial, bien por parte del mismo tribunal que la dictó, o por una instancia superior, con el fin de corregir los errores en que hubiere podido incurrir la misma. 

Dicha necesidad de establecer recursos contra las decisiones judiciales ha sido definida por el Maestro Arminio Borjas en los siguientes términos: 

“si es natural esperar sabiduría, integridad y madurez de juicio en los jue​ces y demás funcionarios encargados de administrar la justicia penal y admitir que sus sentencias y decisiones han de ser expresión de lo verda​dero, de lo equitativo y de lo justo, no lo es menos que en todo hombre juzgado y condenado hay un incontenible sentimiento de protesta y una instintiva necesidad de someter el fallo que no le es favorable a la revisión y examen de otra autoridad, que siempre se supone mejor preparada para sentir, interpretar y aplicar la justicia. En todas las épocas históricas y en todos los países se ha procurado dar satisfacción a esa explicable necesi​dad humana, estableciéndose la institución de la apelación, que es una garantía pública contra los errores de la ignorancia, los abusos de la arbi​trariedad y la falibilidad del criterio del hombre”. 

Derecho a recurrir del fallo, inherente al debido proceso consagrado en la Constitución de la República en el art. 49, que expresamente así lo establece en su ordinal 1, en el que en tal sentido dispone que toda perso​na declarada culpable tiene derecho a recurrir del fallo, con las excepciones establecidas en la Constitución y en la ley. Así como, igualmente, en la Con​vención Americana Sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, que en su art. 8, ordinal 2, letra h, relativo a las Garantías Judiciales, establece entre las garantías mínimas durante el proceso, el derecho de toda persona, en plena igualdad, de recurrir del fallo ante juez o tribunal supe​rior, y, así mismo, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que en su ordinal s del art. 14 establece el derecho de toda persona declarada culpable de un delito, a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo preescrito por la ley. 

En este sentido, los recursos constituyen los medios de impugnación que con​sagra la ley contra las decisiones judiciales, a objeto de que los errores en que se hubiera podido incurrir en las mismas puedan ser corregidos por el propio tribunal que la dictó o por la respectiva instancia superior. 

Se dividen estos recursos, entre otras clasificaciones, en ordinarios, entre los cuales están la revocación y la apelación; y, extraordinarios, el de casación y el de revisión. 


En este orden de ideas, tenemos que las disposiciones legales contenidas en el cuerpo normativo de carácter adjetivo, que rigen el proceso penal venezolano, establecen ciertas pautas de estricto cumplimiento, las cuales están referidas a:

Legitimación. 
De conformidad con lo dispuesto en el art. 433, en contra de las decisiones judiciales podrán recurrir las partes a quienes la ley  reconozca expresamente este derecho. Por el imputado podrá recurrir el, defensor, pero en ningún caso en contra de su voluntad expresa. Y a tenor de lo establecido en el art. 436, las partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales que les sean desfavorables. El imputado podrá siempre impug​nar una decisión judicial en los casos en que se lesionen disposiciones constitucionales o legales sobre su intervención, asistencia y representación, aunque haya contribuido a provocar el vicio objeto del recurso. 

De manera, pues, que a los efectos de ejercer el recurso sólo está legitimada la parte a la que la decisión le ha sido desfavorable, vale decir, la parte a la que la decisión judicial le ha ocasionado un agravio, conforme reza el título del referido art. 436. Derecho que como tal, depende el ejercicio del mismo de la voluntad de la parte afectada. 

De conformidad entonces con la regulación que hace el Código con relación a los recursos en general, tienen legitimación para recurrir en con​tra de las decisiones judiciales: 

· El Ministerio Público, a tenor de lo establecido en el art. 108 relati​vo a sus atribuciones, entre las cuales establece en su ordinal 13: “Ejercer los recursos contra las decisiones que recaigan en los jui​cios en que intervenga”. 

· La víctima, conforme a lo dispuesto en el art. 120, que entre sus derechos establece en su ordinal 8: “Impugnar el sobreseimiento o la sentencia absolutoria”.
· El imputado, de conformidad con los arts. 433, que dispone en su aparte único: “Por el imputado podrá recurrir el defensor, pero en ningún caso en contra de su voluntad expresa”, y 436, que igual​mente en su aparte único dispone: “El imputado podrá siempre impugnar una decisión judicial en los casos en que se lesionen dis​posiciones constitucionales o legales sobre su intervención, asis​tencia y representación, aunque haya contribuido a provocar el vicio objeto del recurso”. 
En relación a la legitimación para recurrir, la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Sentencia N° 403, de fecha 31 de marzo de 2000, con ponencia del magistrado Alejandro Angulo Fontiveros, estableció lo siguiente:
“…el artículo 426 de la nueva Ley Adjetiva Penal da legitimación para recurrir contra las decisiones judiciales a las partes a quienes la Ley reco​nozca expresamente este derecho...

Esta legitimación para recurrir está basada en el principio de igualdad de las partes, que supone que dispongan de los mismos derechos, oportuni​dades y cargas para la defensa de sus intereses. La existencia de dos par​tes (acusación y defensa) carecería de sentido si ambos no gozaran de idén​ticas posibilidades procesales para sostener sus argumentos”.
Causales de Inadmisibilidad. 
De acuerdo a lo establecido en el art. 437, la corte de apelaciones sólo podrá declarar inadmisible el recurso por las siguientes causas: 

· Cuando la parte que lo interponga carezca de legitimación para ha​cerlo; 

· Cuando el recurso se interponga extemporáneamente; 

· Cuando la decisión que se recurre sea inimpugnable o irrecurrible por expresa disposición de este Código o de la ley. . 

Fuera de las anteriores causas, la corte de apelaciones, deberá en​trar a conocer el fondo del recurso planteado y dictará la decisión que corresponda. 

De conformidad, con lo dispuesto en el art. 437 citado, tales causales son taxativas, en consecuencia, fuera de ellas la corte de apela​ciones debe entrar a conocer el fondo del recurso planteado y dictar la deci​sión que corresponda. Así lo ha reiterado la Sala de Casación Penal del Tri​bunal Supremo de Justicia, tal como expresa en sentencia N° 021 de fecha 9 de marzo de 2005, en ponencia del Magistrado Héctor Coronado: 

“…ha sido criterio reiterado de la Sala que cuando se interpone el re​curso de apelación, el juez está en la obligación de hacer una revisión pre​via del escrito y sin ir al fondo del asunto planteado, declarar si el mismo es admisible o no de conformidad con el artículo 437 del Código Orgáni​co Procesal Penal, cuyas causales de inadmisibilidad (falta de legitimación del impugnante, extemporaneidad e inimpugnabilidad de la decisión re​currida), son taxativas. En todos los demás casos la Corte de Apelaciones deberá entrar a conocer el fondo del recurso planteado. 

En el presente caso, aún cuando la Corte de Apelaciones declaró inadmi​sible por infundada la segunda denuncia en la oportunidad procesal previa a la convocatoria de la audiencia oral (artículo 456 del Código Orgánico Procesal Penal), no lo hizo de conformidad con las causales de inadmisibilidad establecidas en el citado artículo 437 ejusdem, vulnerando así derechos y garantías, como lo son el debido proceso (artículo 49), el derecho a ser oído y a obtener oportuna respuesta (artículo 51) y el derecho de toda persona declarada culpable a recurrir del fallo -principio de la doble instancia- (artículo 49 ordinal 1)”. 
Efectos. 
La doctrina clasifica los efectos de los recursos al ser oídos en: devolutivo y suspensivo. En el primer caso, admitida la apelación, el Juez, que dictó la decisión (juez a quo) no podrá dictar en la causa ninguna nueva determinación y deberá pasar la correspondiente documentación al órgano jurisdiccional superior (juez ad quem), al que le corresponderá cono​cer y decidir el recurso. Denominación considerada impropia por dar a en​tender que el tribunal de cuya decisión se recurre actuaba por delegación del Superior y le devuelve así su potestad jurisdiccional. Y en cuanto al se​gundo caso, en virtud de la interposición del recurso, el Juez a quo debe suspen​der la ejecución de la decisión, salvo que, conforme establece el art. 439, expresamente se disponga lo contrario, como es el caso, por ejem​plo, del auto de privación judicial preventiva de libertad, en el que dispone el Código expresamente en el aparte final del art. 254, que “La apelación no suspende la ejecución de la medida”. 

Ahora bien, si la decisión recurrida debe pasar al Juez ad quem sin ser ejecutada, se dice que el recurso se oye libremente o en ambos efectos: devolutivo y suspensivo; y si por la naturaleza de la decisión debe ser ejecu​tada previamente, se dice entonces que se oye en un solo efecto, vale decir, el devolutivo. 

En el caso del recurso de revocación, este será procedente sólo contra los autos de mera sustanciación, a objeto de que el propio tri​bunal que los dictó examine nuevamente la cuestión y dicte la decisión que corresponda, por ende, no se produce el efecto devolutivo como consecuencia de la interposición del recurso. 

Así mismo, establece el Código en su art. 438, el efecto extensivo de los recursos cuando en un proceso haya varios imputados o se trate de de​litos conexos, en cuyos casos el recurso interpuesto en interés de uno de ellos se extenderá a los demás en lo que les sea favorable, siempre que se encuentren en la misma situación y les sean aplicables idénticos motivos, sin que en ningún caso los perjudique. 

Ahora bien, con relación al efecto extensivo del recurso ha expresado la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, que no procede el mismo cuando ha sido declarado a favor del recurrente por razones personalísimas, así lo estableció en la sentencia N° 25 de fecha 15 de febrero de 2005, con ponencia del Magistrado Marcos Tulio Dugarte Padrón, de la que transcribimos el siguiente extracto: 

“…si el recurso interpuesto (vrg. apelación, casación o revisión) es re​suelto a favor del recurrente, por causas sólo atinentes a él, en dicho caso no resulta procedente el efecto extensivo del recurso, previsto en el artícu​lo 438 del Código Orgánico Procesal Penal, por cuanto si el recurso ejer​cido por uno de los imputados fue declarado a favor de éste por razones personalísimas, no se pueden aplicar los efectos extensivos de dicha declaratoria a favor de los demás imputados que no hayan recurrido, habida cuenta que, no obstante que todos se encuentren ante los mismos hechos o ante un delito común, no se encuentran en la misma situación ni circuns​tancias, respecto a los hechos que originaron la comisión del delito, en virtud de la verificación en autos, de una serie de circunstancias subjeti​vas comprobadas únicamente a favor del imputado que ha recurrido”. 

Desistimiento. 
De acuerdo a lo establecido en el art. 440, las partes o sus representantes podrán desistir de los recursos interpuestos por ellas sin perjudicar a los demás recurrentes, pero cargarán con las costas. No obstante, el defensor no podrá desistir del recurso sin autorización expresa del imputado; y el Ministerio Público podrá desistir de sus recursos en es​crito fundado. 

Como ya hemos expresado en el inicio de este trabajo monográfico, la facultad del ejercicio de los recursos, la establece la ley para impugnar las decisiones judiciales, lo cual constituye un derecho de las partes a quienes así se los reconozca expresamente la ley, vale decir, quien tenga legitimidad (Art. 433) e interés (Art. 436), pues, no podrá, por falta de interés o agravio, impugnar la decisión aquella parte a la que le fue concedido todo lo solicitado en el proceso. Ahora bien, como derecho que es de la parte a la que le ha sido desfavorable la decisión, dependerá de su voluntad ejercerlo o no, y así mismo, podrá desistir del recurso interpuesto, sin perjudicar a los demás recurrentes, cuyos recursos seguirán los trámites legales correspondientes para su decisión. Vale la pena observar igualmente en este sentido que la norma in commento no establece diferencia alguna entre el defensor público y el privado, ya que que tanto uno como otro, deberán tener autorización expresa del imputado para poder desistir de los recursos interpuestos, conforme ha expresado la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en Sentencia N° 35 de fecha 22 de febrero de 2005, con ponencia de la Magistrado Luisa Estella Morales Lamuño: 

“…ciertamente observa esta Sala que el legislador no efectuó ninguna diferenciación entre la capacidad para desistir que tiene el Defensor Pú​blico con respecto al Defensor Privado, razón por la cual, debe esta Sala interpretar que todo defensor sólo podrá desistir de los recursos por él interpuestos o por la víctima, siempre y cuando el mismo esté facultado mediante autorización expresa y calificada provenien​te del imputado”. 

Competencia. 
Conforme a lo dispuesto en el art. 441, al tribunal que resuelva el recurso se le atribuirá el conocimiento del proceso, exclusivamen​te, en cuanto a los puntos de la decisión que han sido impugnados. 

En ese sentido, el efecto devolutivo aparece así li​mitado por los motivos del recurso, constituidos por los puntos de la deci​sión que deben ser revisados por el tribunal ad quem, de forma tal que son los motivos del recurso la medida del efecto devolutivo, lo que se correspon​de con el principio tantum devolutum quantum appellatum, vale decir, tan​to devuelto, como apelado. Esto es, que el Juez ad quem, no podrá extender​se en el examen de la decisión más allá de lo que han sido los motivos del recurso interpuesto, o en otras palabras, las partes o disposiciones de la sen​tencia que han sido impugnadas.
Reforma en perjuicio. 
Cuando la decisión sólo haya sido impugnada por el imputado o su defensor, dispone el art. 442, que no podrá ser modi​ficada en su perjuicio; así mismo, que los recursos interpuestos por cual​quiera de las partes permitirán modificar o revocar la decisión a favor del imputado. 

Con la inclusión por el COPP de la prohibición de la reformatio in peius en su art. 442, establecida a favor del imputado en los términos dichos, deja así de ser esta institución una excepción en nuestra legislación para constituirse en regla general, con lo cual procura el legislador la mayor garantía al derecho de defensa, evitando de esta forma que el pretendido beneficio a que se aspira a través del recurso interpuesto pueda resultar en perjuicio del imputado al serle aumentada la pena que le hubie​ra sido impuesta en primera instancia, y por ende, empeorada su situación. 

Así se ha expresado el Tribunal Supremo de Justicia en reiterada juris​prudencia con relación a la prohibición de la reformatio in peius: 

“La reformatio in peius es una Institución Jurídica relacionada con los lí​mites a que está sujeto el funcionario de Segunda Instancia para agravar la situación del imputado, y que tiene efecto tanto en las instancias como en el recurso extraordinario de casación”. (Sentencia N° 805 de fecha 13 de Junio de 2000. Magistrado Ponente: Jorge Rosell Senhenn).

“La prohibición de la reformatio in peius es una garantía fundamental que forma parte del derecho al debido proceso y tiene por finalidad evitar que el imputado sea sorprendido ex oficio con una sanción que no ha tenido oportunidad de rechazar. Por lo que su naturaleza es, además, de limitar al poder punitivo del Estado, es la de garantizar la efectividad del derecho fundamental de defensa y de favorecer al condenado con la revisión de la sentencia respecto a las pretensiones solicitadas, garantizando así la operatividad del sistema acusatorio.” (Sentencia N° 840 de fecha 14 de junio de 2000. Magistrado Ponente: Jorge Rosell Senhenn). 

Rectificación. 
Por último, dispone el art. 443 del Código, que los errores de derecho en la fundamentación de la decisión impugnada que no hayan influido en la parte dispositiva, no la anulará, pero serán corregidos; así como los errores materiales en la denominación o el cómputo de las penas. 
El recurso de revocación
Es un recurso que procede solamente contra los autos de mera sustancia​ción, a fin de que, conforme establece el art. 444, el tribunal que los dictó exami​ne nuevamente la cuestión y dicte la decisión que corresponda.
Los autos de mera sustanciación o de mero trámite, son las providencias que dicta el juez con el objeto de impulsar y ordenar la debida mar​cha del proceso, pero que no deciden ningún punto en controversia, vale decir, no causan gravamen, por lo que no son apelables, pero sí revocables por contrario imperio. 

Como recurso de las partes, a tenor de lo dispuesto en el art. 445, es el único admisible durante las audiencias y deberá ser resuelto de inmedia​to sin suspenderlas. 

Procedimiento. 
Conforme a lo establecido en el art. 446, el recurso de revocación, salvo en las audiencias orales, deberá interponerse en escri​to fundado, dentro de los tres días siguientes a la notificación; el tribunal resolverá dentro del plazo de tres días y la decisión que recaiga se ejecutará en el acto. 

El recurso de apelación
En este recurso, llamado también recurso de alzada, establece el COPP la obligatoriedad de su fundamentación, so pena de ser desestimado. Así mismo, distingue el legislador entre la apelación de autos dictados durante las fases preparatoria, intermedia y de ejecución, me​diante los cuales dictan sus decisiones los jueces de control y de ejecución, y la apelación de la sentencia definitiva dictada por el tribunal de juicio. 
Apelación de Autos. 
De conformidad con el art. 447, son recurri​bles ante la corte de apelaciones, las siguientes decisiones: 

· Las que pongan fin al proceso o hagan imposible su continuación; 

· Las que resuelvan una excepción, salvo las declaradas sin lugar por el Juez de control en la audiencia preliminar, sin perjuicio de que pueda ser opuesta nuevamente en la fase de juicio; 

· Las que rechacen la querella o la acusación privada; 

· Las que declaren la procedencia de una medida cautelar privativa de libertad o sustitutiva; 

· Las que causen un gravamen irreparable, salvo que sean declaradas inimpugnables por este Código; 

· Las que concedan o rechacen la libertad condicional o denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la pena; 

· Las señaladas expresamente por la ley.

En concordancia con lo anterior, y conforme a lo establecido en el segundo ordinal de la mencionada disposición, no son re​curribles ante la corte de apelaciones las decisiones dictadas en la audien​cia preliminar por el Juez de control que declaran sin lugar una excepción, la propia norma establece en todo caso que podrá ser opuesta nuevamente en la fase del juicio; lo cual, naturalmente, resulta concordante con el art. 31 ejusdem que entre las excepciones oponibles durante la fase de juicio oral señala expresamente en su ordinal 4: “Las que hayan sido declaradas sin lu​gar por el Juez de control al término de la audiencia preliminar”. 
A lo que cabe agregar que si fuere declarada nuevamente sin lugar en la fase del jui​cio, podrá entonces recurrirse junto con la sentencia definitiva, conforme a lo dispuesto en el aparte final del mismo art. 31 del siguiente tenor: “El re​curso de apelación contra la decisión que declare sin lugar las excepciones sólo podrá interponerse junto con la sentencia definitiva”. 

Interposición. 
Este recurso, dispone el art. 448, se interpondrá por escrito debidamente fundado ante el tribunal que dictó la decisión, dentro del término de cinco días contados a partir de la notificación, y cuando el recurrente promueva prueba para acreditar el fundamento del recurso, de​berá hacerlo en el mismo escrito de interposición. 

Emplazamiento. 
Presentado el recurso, establece el art. 449, el juez emplazará a las otras partes para que lo contesten dentro de los tres días siguientes y, en su caso, promuevan prueba. 

Transcurrido este lapso, el Juez sin más trámite, dentro del plazo de veinticuatro horas, remitirá las actuaciones a la corte de apelaciones para que ésta decida. 

A los fines de no demorar el procedimiento, sólo se remitirá copia de las actuaciones pertinentes, o se formará un cuaderno especial. Excepcional​mente, la corte de apelaciones podrá solicitar otras copias o las actuaciones originales, sin que esto implique la paralización del procedimiento. 

Procedimiento. 
Conforme a lo establecido en el art. 450, dentro de los tres días siguientes a la fecha de recibo de las actuaciones, la corte de apelacio​nes decidirá sobre la admisibilidad de recurso. 

Una vez admitido el recurso resolverá sobre la procedencia de la cuestión plan​teada, dentro de los diez días siguientes. 

Si alguna de las partes ha promovido prueba y la corte de apelacio​nes la estima necesaria y útil, fijará una audiencia oral dentro de los diez días siguientes a la recepción de las actuaciones y resolverá al concluir la audien​cia. El que la haya promovido tendrá la carga de su presentación en la au​diencia, y a su solicitud, el secretario expedirá las citaciones u órdenes que sean necesarias, las cuales serán diligenciadas por el promovente.

De manera que, una vez admitido el recurso por la corte, sobre lo cual deberá pronunciarse dentro de los tres días siguientes a la fecha de recibo de las actuaciones, a los efectos de resolver el recurso deberá proce​der de la siguiente manera: 

· En el caso de que ninguna de las partes haya promovido prueba, o bien, habiéndolo hecho la corte no la estimare necesaria y útil, deberá resolver sobre la procedencia de la cuestión planteada den​tro de los diez días siguientes. 

· Si alguna de las partes ha promovido prueba y la corte la estima necesaria y útil, deberá fijar una audiencia oral dentro de los diez días siguientes a la recepción de las actuaciones, en la cual el que la ha promovido tendrá la carga de su presentación, y resolverá en​tonces al concluir la audiencia. 

En caso de que la decisión recurrida sea la prevista en el numeral 4 del art. 447, esta es, las que declaren la procedencia de una medida cautelar privati​va de libertad o sustitutiva, los plazos se reducirán a la mitad. 

Por último, dispone el mismo art. 450, que la corte de apelaciones resolverá, motivadamente, con la prueba que se incorpore y los testigos que se hallen presentes. 

Apelación de la Sentencia Definitiva. 
Establece el art. 451, en cuan​to a su admisibilidad, que este recurso será admisible contra la sentencia definitiva dictada en el juicio oral. 

Por otro lado, el art. 452 establece de manera taxativa los siguientes motivos en que el recurso podrá fundarse: 

· Violación de normas relativas a la oralidad, inmediación, concentración y publicidad del juicio; 

· Falta, contradicción o ilogicidad manifiesta en la motivación de la sentencia, o cuando ésta se funde en prueba obtenida ilegalmen​te o incorporada con violación a los principios del juicio oral; 

· Quebrantamiento u omisión de formas sustanciales de los actos que cause indefensión; 

· Violación de la ley por inobservancia o errónea aplicación de una norma jurídica. 

En el primero de los casos se trata de la violación de normas relativas a los principios propios de la naturaleza acusatoria del proceso, como son: oralidad (Arts. 14 y 338), inmediación (Arts. 16 Y 332), concentración (Arts. 17 y 335) y publicidad (15 y 333).
La violación de cualquiera de estas normas, hacen procedente el recurso de ape​lación contra la sentencia definitiva dictada en el juicio oral. 

En cuanto al segundo de los casos, de la disposición in commento, contiene la misma dos supuestos: 

1. Falta, contradicción o ilogicidad manifiesta en la motivación de la sentencia. 

2. Cuando ésta se funde en prueba obtenida ilegalmente o incorporada con violación a los principios del juicio oral. 

En el primer supuesto falta de motivación, debemos precisar en primer lugar qué la motivación del fallo consiste en la expresión de las razones de hecho y de derecho en que haya de fundarse la sentencia, según el resultado que suministre el proceso y las disposiciones legales sustantivas y procesales aplicables al respectivo caso. 

Tal ha sido el reiterado criterio de la extinta Corte Suprema de Justicia y ahora del Tribunal Supremo de Justicia, recogidas en la obra “Doctrina Penal del Tribunal Supremo de Justicia”, N° 1, Enero-Febrero 2000, del autor Dr. Freddy José Díaz Chacón, la cual señala:
“El derogado artículo 42 del Código de Enjuiciamiento Criminal esta​blecía los requisitos que debía contener toda sentencia y los cuales, en relación con el establecimiento de los hechos, son similares a los que seña​la el artículo 365 del Código Orgánico Procesal Penal…”.

“El establecer los hechos constituye la base jurídica de toda decisión, pues con ello el juez encuadra el obrar del individuo dentro de un deter​minado tipo penal, así para aplicarle una atenuante, una agravante o exi​mirlo de responsabilidad penal en el hecho, todo ello constituye la fiel ex​presión del resultado del análisis, valoración y comparación de todas y cada una de las pruebas del proceso…”. 

“La motivación de la sentencia implica expresar las razones lógicas y jurídicas extraídas de los hechos probados en las actas del expediente y la subsunción de esos hechos en el Derecho que más se adecúe…”.
“La motivación del fallo, no debe consistir en una simple enumeración material e incoherente de hechos, razones y leyes, sino un todo armóni​co formado por elementos diversos que se eslabonen ente sí, que conver​jan a un punto de conclusión para ofrecer base segura y precisa de la de​cisión que descansa en ella”.
Como corolario de lo anterior, tenemos entonces que el juez incurre en falta de motivación del fallo cuan​do incumple con los requisitos exigidos por el art. 364 en sus ordinales 3 y 4, que disponen que la sentencia debe contener la determinación precisa y circunstanciada de los hechos que el tribunal estime acreditados y la expo​sición concisa de sus fundamentos de hecho y de derecho, para lo cual re​sulta indispensable el análisis y comparación de todas y cada una de las pruebas a objeto de establecer los hechos que se derivan de las mismas y  en consecuencia, el derecho aplicable. 

En este sentido, tenemos que en la misma obra “Doctrina Penal del Tribunal Supremo de Justicia”, N° 1, Enero-Febrero 2000, del autor Dr. Freddy José Díaz Chacón, el máximo tribunal de la República, en Sala de Casación Penal, ha determinado: 

“La falta de motivación del fallo, es un vicio que se traduce en la viola​ción del derecho que tiene todo imputado de saber por qué se le condena o absuelve mediante una explicación que debe constar en la sentencia…”.

 “…ha dicho en múltiples oportunidades esta Sala que la insuficiencia de motivos y razones en la sentencia, equivale a falta de motivación y que adolece de este vicio la sentencia que se reduce a una simple enumera​ción de los elementos probatorios…”. 

“Es inmotivada la sentencia que no se pronuncia de manera alguna en relación con los alegatos del imputado, vulnerando el derecho a la defensa y el principio de presunción de inocencia”. 

Continuando, con el tercero de los casos de la misma disposición, cabe destacar que debe tratarse del quebrantamiento u omisión de formas sustanciales de los actos que cause indefensión, esto es, que tal quebrantamiento u omisión de formas sustanciales en que incurra el juzgador en el juicio, impida o me​noscabe a alguna de las partes el ejercicio de sus derechos que como tal le garantizan la Constitución y las leyes, pues, no todo quebrantamiento u omi​sión de formas procesales es causante de indefensión por lo que aun exis​tiendo tal vicio, si el acto no ha violado el derecho a la defensa no dará lugar a la nulidad del de la sentencia impugnada. 

En este sentido, destacamos la Sentencia N° 99 de fecha 15 de marzo de 2000 del Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, con Ponen​cia del Magistrado Jesús Eduardo Cabrera Romero, en uno de cuyos apartes expresa: 

“…Por lo que atañe al derecho a la defensa, éste es un contenido esen​cial del debido proceso, y está conformado por la potestad de las perso​nas de salvaguardar efectivamente sus derechos o intereses legítimos en el marco de procedimientos administrativos o de procesos judiciales mediante, por ejemplo, el ejercicio de acciones, la oposición de excepciones, la presentación de medios probatorios favorables y la certeza de una activi​dad decisoria imparcial…”. 

 Por último, en el cuarto de los casos, que establece como motivo para fundar el recurso de apelación, la violación de la ley por inobservancia o errónea aplicación de una norma jurídica, consiste en un error de dere​cho en el que se incurre al interpretar erróneamente una norma o por inob​servancia de la misma. Como, por ejemplo, cuando se incurre en error de derecho al calificar el hecho como delito no siendo punible; o cuando al delito que se da por probado se le atribuye una calificación jurídica impro​pia; o cuando se incurre en error de derecho en la calificación de las circuns​tancias agravantes, atenuantes o eximentes de responsabilidad penal. 

Interposición. 

Conforme a lo dispuesto en el art. 453, el recurso de apelación contra la sentencia definitiva se interpondrá ante el Juez o tribunal que la dictó, vale decir, el tribunal a quo, dentro de los diez días siguientes contados a partir de la fecha en que fue dictada, o de la publicación de su texto íntegro, para el caso de que el juez, por la complejidad del asunto o lo avanzado de la hora, difiera la redacción del mismo, conforme a las previsiones del art. 365 del Código.

Establece la misma disposición que el recurso debe ser interpuesto en escrito fundado, en el cual se expresará concreta y separadamente cada motivo, con sus fundamentos y la solución que se pretende. Caso contrario, el mismo será declarado inadmisible. Fuera de esta oportunidad no podrá aducirse otro motivo.
Para acreditar un defecto de procedimiento, sobre la forma en que se realizó el acto en contraposición a lo señalado en el acta del debate o en la sentencia, el recurrente deberá promover la prueba consistente en el me​dio de reproducción a que se contrae el art. 334, si fuere el caso. Si este no pudiere ser utilizado o no se hubiere empleado, será admisible la prueba testimonial. 

La promoción del medio de reproducción se hará en los escritos de interposición o de contestación del recurso, señalando de manera precisa lo que se pretende probar, so pena de inadmisibilidad. El tribunal lo remiti​rá a la corte de apelaciones debidamente precintado. 

De conformidad, con las disposiciones anteriormente comentadas, los siguientes son, en resumen, los requisitos exigidos por el Código a los efectos de la interposición y admisión del recurso de apela​ción: 

· El recurso será admisible contra la sentencia definitiva dictada en el juicio oral (Art. 451); 

· Debe interponerse ante el Juez o tribunal que la dictó (Art. 453, encabezamiento); 
· El plazo para interponerlo es dentro de los diez días siguientes contados a partir de la fecha en que fue dictada, o de la publicación de su texto íntegro, para el caso de que el Juez difiera la redacción del mismo por el motivo expresado en el arto 365 de este Código (ídem); 
· Sólo podrá fundarse en los motivos previstos en el Código (Art. 452); 

· Deberá ser interpuesto en escrito fundado, en el cual se expresará concreta y separadamente cada motivo con sus fundamentos y la solución que se pretende (Art. 453, primer aparte); 

· El recurrente sólo podrá promover prueba para acreditar un defec​to de procedimiento sobre la forma en que se realizó el acto en contraposición a lo señalado en el acta del debate o en la sentencia, y deberá hacerlo en los escritos de interposición o contestación del recurso, señalando de manera precisa lo que se pretende probar, so pena de inadmisibilidad (Art. 453, apartes segundo y final). 
Contestación del Recurso.
Presentado el recurso, de conformidad con el art. 454, las otras partes, sin notificación previa podrán contestarlo dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del lapso para su interposición, y en su caso promuevan pruebas.

El Juez, conforme a la misma disposición, sin más trámite, dentro de las veinticuatro horas siguientes al vencimiento del plazo correspondiente, remitirá las actuaciones a la corte de apelaciones para que ésta decida. 
Procedimiento. 

Recibidas las correspondientes actuaciones en la corte de apelaciones, dispone el art. 455, que dentro de los diez días siguientes a la fecha del recibo de las mismas, ésta decidirá sobre la admisibilidad del recurso, el cual podrá ser declarado inadmisible en los casos siguientes previstos en el art. 437:

1. Cuando la parte que lo interponga carezca de legitimación para hacerlo; 

2. Cuando el recurso se interponga extemporáneamente; 

3. Cuando la decisión que se recurre sea inimpugnable o irrecurrible por expresa disposición de este Código o de la ley. 

En caso de que el recurso sea estimado admisible, fijará una audiencia oral que deberá realizarse dentro de un plazo no menor de cinco ni mayor ni mayor de diez días, contados a partir de la fecha de admisión. 

El que haya promovido pruebas tendrá la carga de su presentación en la audiencia, salvo que se trate del medio de reproducción a que se contrae el art. 334, caso en el cual se ordenará su utilización. La prueba se recibirá en la audiencia. 

Finalmente, el secretario, a solicitud del promovente, expedirá las ci​taciones u órdenes que sean necesarias, las cuales serán diligenciadas por éste. 

Audiencia. 
En conformidad con lo establecido en el art. 456, la audiencia se celebrará con las partes que comparezcan y sus abogados, quienes debatirán oralmente sobre el fundamento del recurso.

Los jueces podrán interrogar en la audiencia al recurrente sobre las cuestiones planteadas en el recurso. 

La corte de apelaciones resolverá motivadamente, con la prueba que se incorpore y los testigos que se hallen presentes. Decidirá al concluir la audiencia o, en caso de imposibilidad por la complejidad del asunto, den​tro de los diez días siguientes. 

 Ahora bien, aun cuando la norma no establece la forma como deberá desarrollarse el debate oral entre las partes, ni tampoco el orden en que deberá procederse a la recepción de pruebas, nada obsta para que se sigan las reglas del juicio oral en cuanto le sean aplicables, en cuyo caso se desa​rrollaría en los términos siguientes: 

· Expone el recurrente los fundamentos del recurso; 

· La parte contraria expresa sus argumentos en cuanto a las cuestiones planteadas en el recurso; 

· Los jueces podrán interrogar en tal sentido al recurrente; 

· Se procederá entonces a la recepción de las pruebas, en caso de que se hubieren promovido (la carga de su presentación en la audiencia la tendrá el que la haya promovido); 

· Terminada la recepción de las pruebas, el tribunal concederá la palabra sucesivamente al recurrente y a la parte contraria; 

· Se admitirá réplica y contrarréplica; 

· Decisión. 
Decisión.
De Conformidad con  lo dispuesto en el art. 457:

· Si la corte de apelaciones declara con lugar el recurso por alguna de las causales previstas en los numerales 1,2 y 3 del art. 452, éstas son: 

1. Violación de normas relativas a la oralidad, inmediación, concentración y publicidad del juicio; 

2. Falta, contradicción o ilogicidad manifiesta en la motivación de la sentencia, o cuando ésta se funde en prueba obtenida ilegalmen​te o incorporadas con violación a los principios del juicio oral;

3. Quebrantamiento u omisión de formas sustanciales de los actos que cause indefensión; anulará la sentencia impugnada y ordenará la celebración del juicio oral ante un Juez en el mismo circuito judicial, distinto del que la pronunció. 
· En los demás casos, dictará una decisión propia sobre el asunto con base en las comprobaciones de hecho ya fijadas por la decisión re​currida, siempre que la sentencia no haga necesario un nuevo jui​cio oral y público sobre los hechos, por exigencias de la inmedia​ción y la contradicción, ante un Juez distinto a aquel que dictó la decisión recurrida. 

· Si se trata de un error en la especie o cantidad de la pena, la corte de apelaciones hará la rectificación que proceda. 

Libertad del acusado. 
Si por efecto de la decisión del recurso debe cesar la privación de libertad del acusado, la corte ordenará su libertad, la cual, de conformidad con lo dispuesto en el art. 458, se hará efectiva en la sala de audiencia si está presente. 

El recurso de casación
El recurso de casación constituye un medio de impugnación dirigido a lograr la anulación de las sentencias de última instancia cuando el juzga​dor ha incurrido en error de derecho, estando así limitado en su resolución a las cuestiones de derecho, por lo que deberá, en consecuencia, respetar los hechos establecidos por la recurrida. Así lo ha reiterado la Sala de Casa​ción Penal del Tribunal Supremo de Justicia con Ponencia del Magistrado Rafael Pérez Perdomo, en Sentencia N° A-008 del 12 de marzo de 2002: 

“…Esta Sala ha venido sosteniendo que, en la impugnación del fallo por error de derecho, los hechos establecidos por el sentenciador deben ser respetados, pues, es partiendo de ellos, donde pueden residir la incorrecta aplicación del precepto sustantivo que se denuncia en casación”. 

Su finalidad es, corregir los vicios o errores de derecho en que hubie​ra podido incurrir la sentencia accionada, con el objeto de asegurar la recta aplicación de la Ley y preservar la uniformidad de la jurisprudencia. 

Es fundamentalmente un recurso de derecho, de carácter extraordi​nario y restringido, que sólo procede contra las sentencias definitivas de última instancia y contra las interlocutorias con fuerza de definitivas dicta​das en última instancia y que hagan imposible la continuación del juicio; y únicamente contra las decisiones que determina la ley, conforme se indican a continuación: 

Decisiones recurribles. 
De conformidad con lo establecido en el art. 459, el recurso de casación sólo podrá intentarse en los siguientes casos: 

· Contra de las sentencias de las cortes de apelaciones que resuelven sobre la apelación, sin ordenar la realización de un nuevo jui​cio oral, cuando el Ministerio Público haya pedido en la acusación o la víctima en su acusación particular propia o en su acusación privada, la aplicación de una pena privativa de libertad que en su límite máximo exceda de cuatro años; o la sentencia condene a penas superiores a esos límites, cuando el Ministerio Público o el acusador particular o acusador privado hayan pedido la aplicación de penas inferiores a las señaladas; 

· Contra las decisiones de las cortes de apelaciones que confirmen o declaren la terminación del proceso o hagan imposible su continuación, aun cuando sean dictadas durante la fase intermedia, o en un nuevo juicio verificado con motivo de la decisión del Tribu​nal Supremo de Justicia que haya anulado la sentencia del juicio anterior. 

Fuera de los casos previstos en el art. 459 in commento, así como cuando el impugnante no tenga cualidad para interponer el recur​so, el mismo será declarado inadmisible por el Tribunal Supremo de Justicia con fundamento en el art. 465, tal como ha procedido la referida Sala en los casos que se relacionan a continuación: 

Sentencia N° 103 de fecha 14-3-2002. Magistrado Ponente: Alejandro Angulo Fontiveros. 

“Ahora bien, la Sala, después de analizar el presente recurso, advierte que aun cuando el impugnante recurrió del fallo dictado por una Corte de Apelaciones (concretamente la del Circuito Judicial Penal del Estado Anzoátegui), esta sentencia no es recurrible en casación porque la pena establecida para el delito por el que el ciudadano WILLIAM JOSÉ MAICA​BARE MEDINA formuló querella (DIFAMACIÓN) no excede en su límite máximo de cuatro años, como lo exigía el transcrito artículo 451 del re​ferido código adjetivo (ahora artículo 459). 

Es necesario reiterar que en la substancial reforma del Código Orgánico Procesal Penal, el legislador clarificó el propósito de no dar derecho a re​currir de las sentencias dictadas por las Cortes de Apelaciones sino en los supuestos allí exigidos para el quantum de la pena. 

Por ello lo ajustado a Derecho es declarar el presente recurso inadmisible y según lo prevé el artículo 465 “ibidem”. Así se decide.”. 

Sentencia N° 178 de fecha 09-4-2002. Magistrada Ponente: Blanca Rosa Mármol de León. 

“…Se observa que la decisión dictada por la Corte de Apelaciones no es de las previstas en el citado artículo 459, toda vez que es una decisión que declaró sin lugar la apelación interpuesta por la defensa del ciudadano VICTOR HUGO MONTERO TONA en contra del auto dictado por el Tribu​nal de Juicio número uno del Circuito Judicial Penal del Estado Lara, que había declarado extemporánea la excepción opuesta a la querella acusatoria en contra del acusado, escrito interpuesto de acuerdo con lo que estable​cía el artículo 27 ordinal 2° del Código Orgánico Procesal Penal, por lo que no tiene carácter de definitiva, no pone fin al proceso ni hace imposible su continuación, y por ende, no está sujeta a la censura de casación. 

Por consiguiente, la Sala considera desestimar por inadmisible el recurso de casación propuesto por no ser procedente, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 465 del Código Orgánico Procesal Penal. Así se decide…”. 

Sentencia N° 132 de fecha 20-3-2002. Magistrado Ponente: Alejandro Angulo Fontiveros. 

“…Ahora bien, contra estas últimas decisiones no prevé el Código Or​gánico Procesal Penal el recurso de casación y en virtud de ello debe desestimarse por INADMISIBLE el recurso interpuesto contra la decisión de la Sala N° 2 de la Corte de Apelaciones el Circuito Judicial Penal del Área Metropolitana de Caracas (que declaró sin lugar la apelación ejercida contra la decisión del tribunal de ejecución y decidió que corresponde a la Junta de Rehabilitación Laboral y Educativa tramitar todo lo relativo a las solici​tudes de redención de la pena), al no encontrarse prevista en el artículo 459 del Código Orgánico Procesal Penal. Así se decide.
En consecuencia esta Sala considera que lo procedente en este caso es desestimar el recurso interpuesto, a tenor de lo dispuesto en el artículo 465 del Código Orgánico Procesal Penal. Así se decide.” 

Sentencia N° 264 de fecha 05-6-2002. Magistrado Ponente: Rafael Pérez Perdomo. 

“...No tiene pues el impugnante cualidad para interponer el presente recurso de casación (artículo 433 del Código Orgánico Procesal Penal). 

Por consiguiente, la Sala considera procedente desestimar, por inadmisi​ble, el recurso de casación propuesto, de conformidad con el artículo 465 del Código Orgánico Procesal Penal…”. 

Por último, traemos a colación la sentencia N° 1069 de la Sala Constitucio​nal del Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 2 de junio de 2005, acerca de la naturaleza de las decisiones recurribles en casación a tenor de lo dispuesto en el art. 359 in commento, con ponencia de la Magistrada Luisa Estella Morales Lamuño, de la cual transcribimos los siguientes párrafos: 

“En este orden de ideas, el artículo 459 del Código Orgánico Procesal Pe​nal, establece lo siguiente: (omissis). 

De lo anterior se colige la naturaleza de las decisiones recurribles en ca​sación, las cuales versan sobre las sentencias de las Cortes de Apelaciones en lo Penal que resuelvan la apelación -siempre que no ordene la realiza​ción de un nuevo juicio oral y público-, o en contra de aquellas decisio​nes de las Cortes de Apelaciones que confirmen o declaren la terminación del proceso o hagan imposible su continuación, pues según el artículo 432 ejusdem, referido a la impugnabilidad objetiva, las decisiones judiciales se​rán recurribles sólo por los medios y en los casos expresamente estable​cidos en la ley. 

En efecto, la casación prevista en el Código Orgánico Procesal Penal, es un medio de impugnación idóneo por el cual la parte puede solicitar la revi​sión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia definitiva que la perju​dica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a nuevo juicio y,  -aun cuando es de carácter extraordinario-, con este recurso se procura corre​gir las injusticias que puedan derivarse de la inobservancia de disposiciones constitucionales, procesales o sustantivas relacionadas con la solución del caso”. 

Motivos. 
De conformidad con lo establecido en el art. 460, el recurso podrá fundarse en violación de la ley, por falta de aplicación, por indebida aplicación, o por errónea interpretación.

Cuando el precepto legal que se invoque como violado constituya un defecto del procedimiento, el recurso sólo será admisible si el interesado ha reclamado oportunamente su subsanación, salvo en los casos de infraccio​nes de garantías constitucionales o de las producidas después de la clausu​ra del debate. 

Errores o vicios que en ambos casos constituyen infracción de ley, bien sean de carácter procedimental, o error in procedendo, como lo denomina la doctrina, es decir, violación de normas procesales, incumplimiento de for​malidades de procedimiento establecidas en la ley, o bien, por error en el juzgamiento, denominado error in iudicando, esto es, de derecho sustan​tivo, al resolver el fondo del asunto, pues, como ya antes señalamos, el re​curso de casación tiene como objeto fundamental corregir los vicios o erro​res de derecho en que hubiera incurrido la sentencia accionada. 

Garantías del acusado.  
El art. 461, establece que la violación de garantías que solamente hayan sido establecidas en favor del acusado, no podrá hacerse valer por el Ministerio Público con la finalidad de obtener una decisión en perjuicio de aquél. Esto es, que en el caso de que en el desarrollo del juicio se hubiere incurrido en la violación de alguna garantía establecida a favor del acusado y, no obstante, la decisión hubiese sido favorable a éste, el Ministerio Público no podrá hacerla valer para obtener una decisión en perjuicio de aquél; pero, de haber sido la decisión desfavorable al acusado, éste sí podrá hacerla valer. 

Interposición del recurso. 

De Conformidad a lo establecido en el art 462, el cual señala:

· El recurso será interpuesto ante la Corte de Apelaciones, dentro del plazo de quince días después de publicada la sentencia; 
· Si el imputado se encontrare privado de su libertad, el plazo para interponer el recurso comenzará a correr a partir de la fecha de su notificación personal, previo traslado; 

· Se interpondrá mediante escrito fundado en el cual se indicarán, en forma concisa y clara, los preceptos legales que se consideren violados por falta de aplicación, por indebida aplicación, o por errónea interpretación, expresando de que modo se impugna la deci​sión, con indicación de los motivos que lo hacen procedente, fun​dándolos separadamente si son varios;  

· Fuera de esta oportunidad no podrá aducirse otro motivo.
No obstante, el incumplimiento de los requisitos precedentemente señalados, exigidos por el COPP a los fines de la interposición del recurso de casación, determina la desestimación del recurso por el Tribunal Supremo de Justicia por manifiestamente infundado, o bien su inadmisibilidad cuan​do ha sido interpuesto extemporáneamente, o no tiene el impugnante cua​lidad para interponerlo, o la decisión no es recurrible en casación a tenor de lo establecido en el art. 459. 

Así lo dispone el art. 465 del Código Orgánico Procesal Penal, al establecer:
“Desestimación. Si el Tribunal Supremo de Justicia estima que el recurso es inadmisible o manifiestamente infundado, así lo declarará, por la mayoría de la Sala de Casación Penal, dentro de los quince días siguientes de recibidas las actuaciones, y las devolverá a la Corte de Apelaciones de origen”. 
Prueba.
Se encuentra establecido en el art. 463 del Código, que cuando el recurso se fundamente en un defecto de procedimiento sobre la forma en que se rea​lizó el acto, en contraposición a lo señalado en el acta del debate o la sen​tencia, deberá promoverse la prueba contenida en el medio de reproduc​ción a que se contrae el art. 344, si fuere el caso. Esto es, en el caso que el tribunal hubiera hecho uso de medios de grabación de la voz, video graba​ción, o de cualquier otro medio de reproducción similar a los efectos del registro de lo acontecido en el desarrollo del juicio oral y público; pero si no pudiere ser utilizado o no se hubiere empleado, establece la misma dis​posición in commento, que será admisible la prueba testimonial. 
El medio se promoverá en los escritos de interposición o de contes​tación del recurso, señalando de manera precisa lo que se pretenda probar, so pena de inadmisibilidad. La Corte de Apelaciones lo remitirá debidamen​te precintado. 

Contestación del Recurso:

Una vez presentado el recurso, establece el art 464, que podrá ser contestado por las otras partes dentro de los ocho días siguientes al vencimiento del lapso para su interposición, y en su caso, pro​muevan pruebas. 

La Corte de apelaciones, dentro de las cuarenta y ocho horas siguien​tes al vencimiento del plazo correspondiente, remitirá las actuaciones al Tribunal Supremo de Justicia para que éste decida.
Dentro de los quince días siguientes de recibidas las actuaciones, si el Tribunal Supremo de Justi​cia estima que el recurso es inadmisible o manifiestamente infundado, así lo declarará conforme a lo dispuesto en el citado art. 465 del Código, y de​volverá las actuaciones a la Corte de Apelaciones de origen. 

Audiencia Oral. 
En el caso, que el Tribunal Supremo de Justicia considere que el recurso es admisible, de conformidad con lo dispuesto por el art. 466, convocará a una audiencia oral y pública que deberá realizarse dentro de un plazo no menor de quince días, ni mayor de treinta. 

El que haya promovido prueba tendrá la carga de su presentación en la audiencia, salvo que se trate del medio de reproducción a que se contrae el art. 344, caso en el cual, el Tribunal Supremo de Justicia dispondrá su utilización. 

Las citaciones u órdenes que sean necesarias las expedirá el Secretario a solicitud del promovente, las cuales serán diligenciadas por éste. 

A diferencia de la omisión en que incurre el Código en la apelación de la sentencia definitiva, establece de manera expresa en cuanto al recurso de casación en la disposición que estamos comentando: 

· La prueba se recibirá conforme a las reglas del juicio oral, en lo pertinente. 

· La audiencia se celebrará con las partes que comparezcan. 

· La palabra para las conclusiones, será concedida primero al aboga​do del recurrente. 

· Se admitirá réplica y contrarréplica. 

· El Tribunal Supremo de Justicia resolverá sobre el defecto de procedimiento, de ser el caso, únicamente con la prueba que se incorpore en la audiencia. 

· El Tribunal Supremo de Justicia decidirá al concluir la audiencia o, en caso de imposibilidad por la importancia y la complejidad de las cuestiones planteadas, dentro de los veinte días siguientes. 
Contenido de la decisión. 
Al respecto, el Art. 467 del Código establece: 
· Si la sentencia declara con lugar el recurso fundado en la inobservancia o errónea aplicación de un precepto legal, el Tribunal Supre​mo de Justicia dictará una decisión propia sobre el caso, en tanto que para ello no sea necesario un nuevo debate sobre los hechos por exigencia de la inmediación y la contradicción, ante un tribu​nal distinto del que realizó el juicio.
· En los demás casos, anulará la sentencia impugnada y ordenará la celebración del juicio oral ante un nuevo tribunal, o repondrá el proceso al estado en que se incurrió en el vicio de procedimiento que dio lugar al recurso, si se cometió en las etapas anteriores. 

· Si se trata de un error en la especie o cantidad de la pena, el Tribu​nal Supremo de Justicia hará las rectificaciones que proceda. 

Si la decisión declara sin lugar el recurso, el Tribunal Supremo de Justicia devolverá las actuaciones a la Corte de Apelaciones de origen. 

Doble conformidad. 
En relación a este punto, el art. 468 establece, que si se ordena la aper​tura de un nuevo proceso en contra de un acusado que haya sido absuelto por la sentencia de primera instancia, y obtiene una sentencia absolutoria, en contra de ésta no será admisible recurso alguno. Lo que impide, en con​secuencia, la pretensión de una nueva acción penal sobre los mismos hechos y la misma persona, en virtud del principio non bis in ídem, que significa: “no dos veces sobre lo mismo” o, en su expresión más antigua, bis de eadem re ne sit actio, “no haya dos veces acción acerca de lo mismo”, basado en este caso, en el principio de la doble conformidad, esto es, en la existencia de una segunda sentencia absolutoria obtenida en un nuevo proceso, ordenado por casación en contra de un acusado absuelto por la sentencia de pri​mera instancia, cuya segunda absolución se declara inimpugnable, vale de​cir, cosa juzgada. Disposición, pues, concordante con el interés de la libertad individual y con la finalidad misma del proceso penal. 

Vale resaltar igualmente, que esta garantía de única persecución se encuentra establecida no sólo en el COPP en su art. 20, sino igualmente en el ordinal 7 del art. 49 de la propia Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, al consa​grar la aplicación del debido proceso a todas las actuaciones judiciales y administrativas.

En concordancia con lo anterior, traemos a colación la Sentencia N° 416 de la Sala Penal del Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 9 de noviembre de 2004, con Ponencia de la Magistrado Blanca Rosa Mármol de León, la cual dice: 

“…se evidencia del análisis del expediente que en el presente proceso no se ha verificado la doble conformidad, toda vez que no se ha ordena​do la apertura de un nuevo proceso, tal y como lo dispone el artículo 468 del Código Orgánico Procesal Penal, porque como se ha señalado en an​terior jurisprudencia, para que se verifique la doble conformidad, es ne​cesario que en un primer proceso se obtenga una sentencia absolutoria de Primera Instancia, y que de ordenarse un nuevo proceso, también se obtenga en éste, una sentencia absolutoria; o cuando se obtienen dos sentencias absolutorias en segunda instancia, y en ninguno de estos dos supuestos encuadra el presente caso, de manera que la razón no asiste a los defensores en este alegato”. 

Libertad del acusado. 
Por último, el art. 469 del Código Orgánico Procesal Penal, establece que el Tribunal Supremo de Justicia ordenará inmediatamente la libertad del acusado, si está presente en la audiencia, cuando por efecto de su decisión deba cesar la privación de libertad. 

RECURSO DE REVISION

Procedencia. 
De conformidad con lo establecido en el art. 470 del Código, procede la revisión contra la sentencia firme, en todo tiempo y únicamente a favor imputado en los casos siguientes: 

· Cuando en virtud de sentencias contradictorias estén sufriendo condena dos o más personas por un mismo delito, que no pudo ser cometido más que por una sola; 

· Cuando la sentencia dio por probado el homicidio de una perso​na cuya existencia posterior a la época de su presunta muerte resulte demostrada plenamente; 

· Cuando la prueba en que se basó la condena resulta falsa; 

· Cuando con posterioridad a la sentencia condenatoria, ocurra o se descubra algún hecho o aparezca algún documento desconocido durante el proceso, que sean de tal naturaleza que hagan evidente que el hecho no existió o que el imputado no lo cometió; 

· Cuando la sentencia condenatoria fue pronunciada a consecuencia de prevaricación o corrupción de uno o más jueces que la ha​yan dictado, cuya existencia sea declarada por sentencia firme; 

· Cuando se promulgue una ley penal que quite al hecho el carácter de punible o disminuya la pena establecida. 

La revisión es un medio de impugnación extraordinario contra las sentencias condenatorias definitivamente fir​mes, vale decir, aquellas contra las cuales estén agotados o no sean proce​dentes los recursos ordinarios o extraordinarios que concede la ley, esto es, que han adquirido ya autoridad de cosa juzgada. Constituye así la revisión el remedio que da la ley contra las sentencias manifiestamente injustas que han adquirido autoridad de cosa juzgada, lo que se corresponde con los cinco primeros casos establecidos en la disposición precedente, ya los que agre​ga en su último ordinal el de la retroactividad de la ley más favorable al reo, conforme a las previsiones del art. 2 del Código Penal, que dispone: 

“Artículo 2. Las leyes penales tienen efecto retroactivo en cuanto favo​rezcan al reo, aunque al publicarse hubiere ya sentencia firme y el reo estuviere cumpliendo la condena”. 

Así mismo, conforme al Principio de la no retroactividad de la ley consagrado en el art 24 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, del siguiente tenor: 

“Artículo 24. Ninguna disposición legislativa tendrá efecto retroactivo, ex​cepto cuando imponga menor pena. Las leyes de procedimiento se apli​carán desde el momento mismo de entrar en vigencia, aun en los proce​sos que se hallaren en curso; pero en los procesos penales, las pruebas ya evacuadas se estimarán en cuanto beneficien al reo o a la rea, conforme a la ley vigente para la fecha en que se promovieron. 
Cuando haya dudas se aplicará la norma que beneficie al reo o a la rea”. 

En esta norma, se consagra “...la garantía de no retroactividad de las leyes y de las disposiciones normativas y se amplía su alcance a fin de que en caso de dudas sobre su vigencia temporal, se aplique la norma que be​neficie al reo”. Establecida en la exposición de motivos de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

La disposición in commento, enumera, taxativamente los casos en que procede la revisión de las sentencias, a cuyos fines, son condiciones indis​pensables que la sentencia haya adquirido autoridad de cosa juzgada, esto es, que no esté sujeta a recurso alguno ordinario o extraordinario, y que se trate de una sentencia condenatoria, pues, solamente en este caso es admi​sible la revisión. Procederá, además, en todo tiempo, y únicamente a favor del imputado. 

Legitimación. 
Conforme a lo establecido en el art. 471 podrán interponer el recurso de revisión: 

· El penado; 

· El cónyuge o la persona con quien haga vida marital; 

· Los herederos, si el penado ha fallecido; 

· El Ministerio Público a favor del penado; 

· Las asociaciones de defensa de los derechos humanos o las dedicadas a la ayuda penitenciaria; 

· El Juez de ejecución cuando se dicte una ley que extinga o reduzca la pena. 

De acuerdo entonces a la disposición precedente, sólo están legitima​dos a los efectos de interponer el recurso, el propio penado, quien, natural​mente, es la persona que con mayor interés en ejercerlo; su cónyuge o la persona con quien haga vida marital, a quienes por razones de orden moral y de afecto, la propia ley les otorga el poder de actuar en nombre propio y en interés del penado, independientemente de la actuación de éste; los herederos, si el penado ha fallecido, quienes en tal caso actúan en su pro​pio nombre y su propio interés por rehabilitar la memoria del penado y, por ende, el decoro familiar; el Ministerio Público, como parte de buena fe que es en los procesos penales, cuyo fin primordial es el establecimiento de la verdad y la justicia; las asociaciones de defensa de los derechos humanos o las dedicadas a la ayuda penitenciaria, a quienes les otorga igualmente la ley el poder de ejercer el recurso en nombre propio y en interés del condena​do, en razón de sus propias actividades en defensa de los derechos huma​nos o de ayuda penitenciaria, facilitando de esta manera las posibilidades de asistencia jurídica a los penados de menores recursos; y finalmente, el Juez de ejecución, cuando se dicte una ley que extinga o reduzca la pena, cuya única justificación para su inclusión, entre las personas facultadas para soli​citar la revisión, si es que pudiera existir, la podemos encontrar en las fun​ciones que le son propias en cuanto a la ejecución de las penas y todo lo concerniente a la libertad del penado y el hecho de estar limitada tal facul​tad a los casos de retroactividad de la ley más favorable al reo. 

Cabe destacar, que fuera de estas personas indicadas por el art. 471 del Código, ninguna otra está legitimada para ejercer este recurso, que, como queda dicho, procede contra las sentencias condenatorias y únicamen​te a favor del imputado, lo que obviamente excluye a la parte querellante.
Interposición. 
A tenor de lo dispuesto en el art. 472, el recurso de revisión deberá interponerse por escrito que contenga la referencia concreta de los motivos en que se funda y las disposiciones legales aplicables. Junto con el mismo, establece la misma disposición, se promoverá la prueba y se acompañarán los documentos. 

Competencia. 
Establece el art. 473 las siguientes reglas de compe​tencia a los efectos del conocimiento y decisión del recurso de revisión: 

· En el caso del numeral 1 del art. 470, corresponderá declarar la revisión al Tribunal Supremo de Justicia en la Sala de Casación Penal; 

· En los casos de los numerales 2, 3 y 6, la revisión, corresponderá a la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se cometió el hecho punible; y 

· En los casos de los numerales 4 y 5, corresponderá al Juez del lu​gar donde se perpetró el hecho. 

Es conveniente resaltar, que contra las decisiones dictadas por las Cortes de Ape​laciones que declaren sin lugar el recurso de revisión no existe recurso al​guno, pues, se trata, como ya vimos, de un recurso extraordinario contra las sentencias condenatorias firmes, esto es, aquellas en las cuales no procedan o se hayan agotado los recursos en su contra (Art. 178), vale decir, que ha​yan adquirido autoridad de cosa juzgada, y sólo por los casos establecidos en el art. 470, por lo que no se corresponde con ninguna de las decisiones de las Cortes de Apelaciones impugnables, señaladas en el art. 459 del Código adjetivo, por consiguiente, la declaratoria del mismo sin lugar, no es recurrible en casación. 

Sin embargo, de conformidad con lo es​tablecido en el art. 477, sí procede un nuevo recurso de revisión, contra la negativa de la revisión o la sentencia confirmatoria de la anterior, siempre que sea fundado en motivos distintos. 

Procedimiento. 
De acuerdo al art. 474, el procedimiento del recur​so de revisión se regirá por las reglas establecidas para el de apelación o el de casación, según el caso. 

· Si la causal que se alega es la del numeral 2 del art. 470, el recurso deberá indicar los medios con que se pretende probar que la per​sona víctima del presunto homicidio ha vivido después de la fecha en que la sentencia la supone fallecida; 

· Si es la del numeral 4 del mismo art., se indicará el hecho o el documento desconocido durante el proceso, se expresarán los me​dios con que se pretende acreditar el hecho y se acompañará, en su caso, el documento o, si no fuere posible, se manifestará al menos su naturaleza y el lugar y archivo donde se encuentra. 

De no cumplir el recurso con los requisitos anteriores, dispone el mismo art. 474, que el recurso se rechazará sin más trámite. 

Anulación y sentencia de reemplazo. 
Establece el art. 475, que el tribunal anulará la sentencia y dictará una decisión propia, cuando resulte la absolución o la extinción de la pena. Si una ley penal ha disminuido la pena establecida, el tribunal hará la rebaja que proceda. 

Según se pretenda, pues, corregir la injusticia en que se hubiera incurrido en el fallo contra el que procede la revisión, con lo cual se correspon​den los casos señalados en los ordinales 1 al 5 del art. 470, o se requiera la aplicación retroactiva de la ley más favorable, el recurso de revisión se dife​rencia en los siguientes particulares: 

· En los cinco primeros casos se producirá la anulación de la sentencia y su reemplazo por una decisión propia del tribunal competente para decidir el recurso, cuando resulte la absolución o la extinción de la pena; 

· En el supuesto indicado en el numeral 6, se limitará la decisión a hacer la rebaja de pena que proceda o, en el caso de tratarse de una ley que quite al hecho el carácter de punible, a ordenar la libertad del penado. 

· En los cinco primeros casos procede la revisión incluso después de cumplida la condena o fallecido el penado; 

· En el último supuesto la revisión carece de interés en tales circunstancias.
Efectos. 
Establece el art. 476 que, cuando la sentencia sea absolutoria, el acusado podrá exigir que se publique en la Gaceta Oficial de la República, y que se devuelvan, por quien las percibió, las sumas pagadas por concepto de multas, costas indemnización de perjuicios, en cumplimiento de la sen​tencia anulada. Además, la sentencia ordenará, según el caso, su libertad. 

Recurso. 
El art. 477 del Código establece que, ni la negativa de la revisión, ni la sentencia confirmatoria de la anterior, impedirán la interposición de un recurso fundado en motivos distintos; pero las costas de una revisión rechazada están a cargo de quien la interponga. 
Diferencias entre homicidio y asesinato, a la luz del Derecho Penal, la criminología y las estadísticas

Corresponde ahora, establecer la diferenciación entre los delitos de homicidio y asesinato, bajo la óptica del derecho penal, la criminología y las estadísticas. En este sentido, debemos comenzar aduciendo que, tanto a nivel doctrinario como jurisprudencial, es poco lo que se ha dicho en torno a tales diferencias. Ello motivado a que la legislación penal venezolana no cualifica el delito de asesinato, si no que, por el contrario, establece o tipifica el delito de homicidio en diferentes modalidades de acuerdo a las circunstancias que involucran y conllevan el denominado iter criminis, es decir, el conjunto de actos sucesivos que sigue el delito hasta su realización. 

En este orden de ideas, podemos agregar que la situación explanada en el párrafo anterior, se repite en la mayoría de las legislaciones del mundo, con ciertas excepciones, de países donde las normas penales sustantivas y adjetivas, se refieren separadamente al homicidio y al asesinato.


Sin embargo, en nuestro rol de estudiantes de derecho, teniendo como norte la búsqueda del conocimiento para el enriquecimiento de nuestra capacidad intelectual, traemos a colación un extracto de sentencia  descargada vía internet en la siguiente dirección electrónica: http://tachira.tsj.gov.ve/decisiones/2007/noviembre/1386-14-4E-1801-2798-2005-.html, cuyo contenido extraído dice:
“En lo que se refiere a las circunstancias de premeditación, ensañamiento o alevosía, de la revisión de la sentencia condenatoria no se observa que el Juez sentenciador haya tenido en consideración la existencia de alguna de tales circunstancias agravantes indicadas por los ordinales 1º, 4º y 5º del artículo 77 del Código Penal en la comisión del hecho punible, para aplicar la pena respectiva según lo señala el artículo 78 ejusdem. 

Finalmente, respecto del fin de lucro, este Tribunal observa al revisar la evolución legislativa de la disposición contenida en el artículo 56 de nuestro actual Código Penal, que la referida norma aparece en el Código Penal de 1.912, señalando el fin de lucro, sólo con respecto al delito de homicidio. En efecto, el artículo 79 de dicho instrumento establecía: “En ningún caso podrá concederse la gracia al reincidente ni al reo de homicidio perpetrado con fines de lucro o en la persona de un ascendiente, descendiente, cónyuge o hermano.” De igual manera es interpretado por la doctrina, así, el tratadista Mendoza Trocos José Rafael, al exponer Las condiciones para acordar la conmutación, comenta:… Se exige que el reo no sea reincidente, ni parricida, ni filicida, ni fratricida, ni uxoricida, ni convicto del mencionado asesinato (homicidio con premeditación, ensañamiento, alevosía o con fin de lucro), porque estas especies de delitos son consideradas graves, atroces, crímenes”. Por lo que considera esta instancia, que tal fin de lucro no debe extenderse a otros delitos. Finalmente, observa este juzgador, que tampoco el juez sentenciador consideró que concurría dicha agravante contemplada por el ordinal 2º del artículo 77 del Código Penal”.

De igual manera, citamos las diferencias establecidas en la Enciclopedia Electrónica Wikipedia, en la siguiente dirección electrónica: http://es.wikipedia.org/wiki/Homicidio, la cual dice:

“El homicidio se diferencia del asesinato por su carencia de alevosía, ensañamiento u otras circunstancias, y generalmente por no matar con motivos miserables o vacuos, como la promesa remuneratoria o recompensa, o en general, el ánimo de obtener lucro de la actividad homicida.

Un homicidio puede ser justificable legalmente si se produjo por alguna de las causas de ausencia de responsabilidad penal, entre las que se encuentran la legítima defensa, la prevención de un delito más grave (estado de necesidad), el cumplimiento de una orden de un mando superior, o de un deber legal.

Hay diversos apelativos para los homicidios y asesinatos según la relación que guarden el homicida y su víctima; por ejemplo, dándole muerte al cónyuge, se convierte en uxoricidio, a los padres en parricidio, o magnicidio si la víctima era la máxima representación del estado. Cabe anotar que todas estas clases de homicidios puede acarrear consecuencias jurídicas diferentes”.


Aunado a todo lo anterior, podemos establecer que, aunque estas dos expresiones parecen ser sinónimos, no lo son. En el asesinato deben concurrir circunstancias distintas a las que concurren en un homicidio. El asesinato va acompañado necesariamente con la alevosía, o por un precio, o una recompensa, o una simple promesa. Se realiza por medio de veneno, incendio, inundación, explosivo o un arma de cualquier tipo. Es premeditado y se da el ensañamiento provocando dolor a la víctima. No todas estas circunstancias pueden estar presentes, pero si la mayoría. Obviamente que desde el punto de vista jurídico este acto de dar muerte a una persona, acompañado de las circunstancias citadas, es considerado como homicidio calificado.

En cuanto al homicidio, si bien del mismo modo es un acto que tiene como consecuencia la muerte, está en juego la imputabilidad o inimputabilidad del causante, que de conformidad con las circunstancias será valorado, de tal manera que el victimario podría ser exonerado de cualquier sanción.
Conclusiones

Una vez finalizadas las tareas de investigación, documentación, análisis, discusión, y transcripción del contenido bibliográfico de esta investigación monográfica, podemos inferir las siguientes consideraciones, en los dos aspectos fundamentales en que se basó la misma, a saber:

En primer lugar, concluimos que el derecho a la impugnación de las decisiones, constituye dentro del proceso penal, materia de trascendental importancia por cuanto conforma la dimensión atinente al control del ejercicio del poder jurisdiccional. Igualmente, los recursos en el proceso penal involucran,  la posibilidad de realización del derecho constitucional a la tutela jurisdiccional efectiva, previsto expresamente en el artículo 26, del cual forma parte el derecho de impugnación, en concatenación con los artículos 49 y 257, todos de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, de esta manera se plantea el estudio de los recursos, partiendo de su concepción en el Código Orgánico Procesal Penal, como garantía procesal de los ciudadanos, a diferencia de lo que ocurría con la vigencia del Código de Enjuiciamiento Criminal, en tanto que los recursos eran concebidos en favor del control vertical de los Tribunales Superiores sobre los Tribunales de la Primera Instancia, además de estudiar su vinculación en orden a la tutela jurisdiccional efectiva. 

En segundo lugar, en cuanto a la diferencia existente entre los delitos de homicidio y asesinato, podemos colegir, que aunque ambos tienen como único fin la destrucción de la vida humana, entre ellos existe una diferencia fundamental para determinar su calificación, o mejor dicho su denominación, como lo es la presencia de el dolo, aunado a la premeditación, ensañamiento y alevosía, puesto que la presencia de estas circunstancias en el iter criminis, automáticamente definirían el delito como asesinato. Aún cuando no existe en nuestro orden jurídico vigente, tal diferenciación entre uno y otro. Solo puede observarse en las leyes penales, la diferenciación entre los diversos tipos de homicidios, verbigracia: intencional y culposo.
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